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SENTENCIA INTERLOCUTORIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

ASI]N'TO

Recurso de agravio constitucional interpüeslo por la Univcrsidad Laboral dcl
Perú contra la resolución de fojas 95, de fecha I I de octubre de 2016, expedida por la
Segunda Sala Civil de la Corte Superior de Justicia de Lima, que declaró improcedcnte
la demanda de autos.

FIINDAMENTOS

entencia emitida en el Expediente 00987-2014-p^/TC. publicada en el diario
El Peruano el 29 de agosto de 2014, este Tribunal estableció. en el

amento 49, con carácter de precedente, que se expedirá senlencia interlocutoria
denegatoria. dictada sin más trámite, cuando se presente alg!¡no de los siguienles
supuestos, que igualmente están contenidos en el al1iculo ll del Reglamento
Normalivo del Tribunal Constitucional:

a)
b)

c)

d)

Carezca d€ fundamentación la supuesta vulneración que se invoque.
La cuestión de Derecho contenida en el recurso no sea de especial
trascendencia constitucional.
La cuestión de Derecho invocada conlradiga un pÍecedente del 'lribunal
Constitucional.
Se haya decidido de manera desesti¡natoria cn casos sustancialmente iguales.

i/ 2. Co¡ fecha 5 de agosto de 2015, la reclrrrente solicita que se dejen sin efecto las
siguientes resoluciones:

Rcsolución de Secretaría Ceneral 2525-20]4-MINEDU, de fecha 24 de
diciembre de 2014, emitida por Ia Secrelaría Ceneral del Mi¡isterio de
Educación (Minedu). mediante la cual sc declaró la nulidad de oficio de la
resolución ficta que, col¡o consecuencia de Ia aplicación del silencio
adminisrrati\r positivo, aprobó la solicitud de la actora sobre autorjzación de
fu¡cionamiento en los niveles de educación primaria y secundaria de la
Institución EdLlcativa Privada ''l'hc Labour School". promovida por la
demándante,
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Resoluciórr de Secretaría General 610-20 I 5-MINEDU, dc fccha 24 de julio de
2015- a través de Ia cual se declaró imprccedente el recurso de reconsideración
interpuesto por la actora contra la Resolución de Secretaría Ceneral 2525-
2OI4-MINLDU-

En consecuencia, solicita que se rcstablezca la validez de la resolución ficta que
aprobó la solicitud de la actora sobre autorización de fu¡lcionamiento en Ios niveles
de educación primaria y secundaria de Ia Institnción Educativa Privada ,,The

Labour School".

ue la demandada declaró la nulklad de la resolución l'icta que tenía a su
se a que el plazo para declarada ya habia vencido. Asimismo, cuestiona la

teuci¡ dc la SccretarÍa General dcl Minedu para dcclarar la nulidad dc oficio.
confbrmc a la normativa vige¡11e, correspondia declararla a la Dirección

gional de Educación de Lima Melropolitana- Alega que con dicha medida se

1

J. En la sentencia emitida en cl Expediente 02383-2013-PA/IC, publicada en el diario
oficial El Pentono el22 de julio de 2015, cste 'l'ribunal estableció en el fundamenro
15 con caráctcr de prcccdente, qlle la vía ordinaria será ,.igualmente satisfactoria,.
como la vía del proccso constitucional de amparo si en un caso concreto se
demuestra, dc manera coplllativa, el cumplimiento de los siguientes elemenros:
i) que la eskuclura del proccso es idónea para la tutela del derecho; ii) que la
resolución que s¡- fllcra e emitir pueda brindar tutela adecuada; iii) que no existe
riesgo de que se produzca irreparabilidad: y iv) que no existe necesidad de una
tutela urgente derivada de la relevancia del derecho o de la gravedad de las
consecuenciá§

4. En el presente caso. desde una perspectiva objetiva tenemos qL¡e el proceso
especial, prcvifo cn el Texto lJnico Ordenado de la Ley del proceso Contencioso
Administrativo, l-ey 27584, aprobado por el Decreto Supremo 013-2008-JUS,
cuenta con lrne estructura idónea para acoger la pretensión de la demandante
(solicita qLrc sc deien sin cfcclo las Resoluciones de Secreta.ía Gene ftl 2525-2014-
MINEDU ) 6:0-2015-M INEDU; y que, en consecuencia, sc declare la validez y
vigencia de la aülorización ficta p¡ra el f'uncionarniento del colegio que promueve).
Es decir, el proceso contencioso-admiristralivo se consaituye en una via céle¡c y
eficaz respeclo del amparo, donde puede resolverse el caso de derecho ñrndamental
propuesto por le demend¡ntc.

están vulnerando sus derechos a Ia libertad de trabajo, de propiedad y al debido
proceso,
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6. Por lo expuesto, en el caso concreto existe üna vía igualmentc satisfactoria que
es el proceso contencioso-administrativo especial. Además, en Ia medida que
la cucstión de Derecho invocada contradice un precedente del Tribunal
Constitucional, el rccurso de agravio debe ser desestimado.

7. En consecuencia, y de lo expuesto en los lündamentos 2 a 6,rrpr4, queda claro que
se incune eD la causal de rechazo prevista en el acápite c) del fundamento 49 de la
sentencia emitida en el Expedicnte 00987-2014-PA/TC y lrn cl inciso c) del arriculo
l1 del Reglamento Normativo dcl 'Iribunal Constitucional. Por esta rczón,
co¡respondc deciarar, sin más trámite, improcedente el recurso de agrct it,
co¡slilucional.

Por eslos 1ündamentos, cl lribunal Conslitucional. con la autoridad quc lc
conñcre la Constitución Politica dcl Pcrú, e1 l'undamento de voto del magistrado Sardón
de Taboada, y la participación del rnagistrado Espinosa-Saldaña Barrera, convocado
para dirimir la discordia suscitada por e1 voto singular dcl magistrado Ferrero Costa.

RESUELVE

Declara¡ IMPROCEDENTE el recurso de agravio constitucional

Publíquese y notiflquese.

SS

1
que

MIRANDA CANALES
SARDóN DE TABOADA
IiSPINOSA-SALDAÑ,\ BARRERA

t_

cf

t\

5. Por otro lado, ateDdiendo a una perspectiva subjetiva, en el caso de autos no sc ha
acreditado un riesgo de ineparabilidad dcl dcrccho cn caso se transite por la via
ordinaria. De igual manera, tampoco se ve¡ifica la necesidad de tutcla urgcnte
dcrivada dc la rclevancia del derecho en cueslión o de la gÉvedad del daño que
podría ocüüir debido a que la medida que se cucstiona cs la nulidad de la
aulorización dc funcionamiento de una institución educativa, que a juicio de la
demandada, se alte¡ó el giro autorizado para el mismo, puesto que se detectó que la
relérida inslilución educativa incumplía la normativa rcspeclo a la idoneidad de los
Io(al({ eJuc¿ri\uL } al scrv'cio educariro mismo.

w
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Í'UNDAMENTo DE voro DEL MAGISrn.loo sln»óN »E TABoADA

Estoy dc acucrdo con el fallo y con la fundamentación de la sentencia interlocutoria
denegatoria emitida en autos.

Sin embargo, en el prcsente caso, el recurso de agravio constitucional (RAC) ¡o reviste
especial trascendc¡cja constitucional pucs trata de un asunto quc no corrcspondc ser
rcsuclto cn la vía dcl amparo sino, más bien, en el proceso contencioso administrati\o
conforme al articulo 28 y siguientes del Texto Unico Ordenado de la Ley que Regula e)

Proceso Contencioso AdmiüisÍativo aprobado mediaüte Decreto Supremo 013-2008
JUS,

Por tanto, mi voto es por declarar IMPROCEDENTE el RAC en aplicación del acápitc
b) del fundamento 49 de la sentencja emitida, con calidad de precedente, en el
Expcdiente 00987-2014-PA/TC concordante con el artículo 11, inciso b, del
Reglamento Normativo dei T¡ibunal Constitr¡cional.

s. '- ¡.

s,tn¡óx oc t¡.so¡»¡

La qu
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VOTO SINGULAR DEL MAGISI'RADO FERRERO COSTA

Con la potesud que me otorga Ia Constitución, y con el mayor ¡espeto por la ponencia

de mi colega magistrado, ernito el presente voto siDgula¡, pa¡a expresar lespetuosamente
quc disiento del precedente vinculánte establecido en la Sentencia 00987-2014-P'TC,
SENTENCIA INTERLOCUTORIA DENEGATORIA, por los fundamentos que a

continl¡ación expongol
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¡lr, IRTBUT\^L CoNsrr[ucIoNAL coMo coRIE DE REVISIóN o FALLo Y No Df,

CASACIÓN

La Constitución dc 1979 creó el Tribunal de Garanlías Constitucionales como

instancia dc casación y la Constitución de i993 convifiió al T¡ibunal Constitucional
en instancia de fallo. La Constitución del 79, por primera vcz en nuestra historia
consiilucional, dispuso la creación de un órgano arl ñoc, independienle del Podcr
Judioial, con la tarea de garantiza¡ la supremacía constitucional y la vigencia plcna

de los derecl'ros iundar¡entales.

2. La Ley Fundamental de 1979 estableció que el Tribunal de GarantÍas

Constitucionales e¡a ür órgaío de control dc la Conslitución, que te¡ía jurisdicción
en todo el terito¡io nacional para conocer, en vía de casación, de \os hdbeas corpus
y aüparos denegados por el Poder Judicial, lo que implicó que dicho Tribunal no

conslituia una inslancia habilitada para failar en forma deñnitiva sobre la causa. Es

decir. no se pronunciaba sobre los hechos invocados cot¡o amenaza o lesión a los
der'echos ¡econocidos en la Constilución.

3. En ese sentido, 1a Ley 23385, Ley Orgánica del 1¡ibunal de Garantías

Constitl.¡cionales, vigcnte en ese momento, estableció, en sus artículos 42 al 46, que

dicho órgano, al encontrar una resolución denegatoria que ha violado la ley o la ha

aplicado en forma errada o ha incurido en g¡aves vicios procesales en la

tramitación y rcsolución de la demanda, p¡ocederá a casar la sentencia y, luego dc

scñalar la deficiencia, devolverá los actuados a la Corte Suprema de Justicia de la
República (reenvío) para que emita nuevo fallo siguiendo sus lineamientos,
procedimiento que! a todas luces, dilataba en exceso los ptocesos constitucionales
mencionados.

.1. Fll modelo de tulela ante al1lenazas y vulneración de derechos fue seliamcntc
modificado en ia Constitución dc I993. En primer lugar, se amplian los
mecanismos de tutela de dos a cuatro, a saber, h.tbeds corpus, ampañ, habeas ddl(l
y acción dc cumplimiento. En segundo lugar, se crca al T¡ibunal Conslitucional
como órgano de conllol de la constitucionalidad. aun cuando la Constitución lo
calilica erróneamerte como "órgano de control de la Constitución". No obstante, en

rrvl
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materia de procesos constitucionales de la libertad, Ia Constitución cstablece que el
-lribunal Constitucional es instancia de revisión o 1állo.

5. Cabe señalar qle la Constitución Política del Perú, en su adículo 202, inciso 2,

prescribe que corresponde al 'l¡ibunal Constitucional "conocer, en úhima y
de.finiti','a ¡nsluncia, lds rcsoluciones de egatorias diclddas en los procesos de

habeas corpus, amparo, habe.is data t acción de cumplimiento". Esta disposición
constitucional, desde una posición de lranca tutela de los derechos fundamentales,
exige que el l¡ibunal Constitucional escuche y evalúe los alegatos de quien se

cstima amenazado o agraviado en un derecho f'u11dameDtal. Una lectura diversa
contravendría mandatos csenoiales de la Constitución, como son el principio de

delensa de la persona humana y el respeto de su dignidad como tin supremo de la
socicdad y del Esfado (attículo 1), y "la observancía del debido proceso y tutela
jurisdiccioru . NinEltnd per.eond puede ser desviada de la jurírdicción
predeterminada por ld le.y, ní somelida a procedim¡ento d¡.ttinto de los previdmenle
¿stdblecidos, ni iuzEada pot órgdnos jurisdiccionales de excepcíón ni por
com¡s¡ones especídles creddas al efeclo cudlquiera sea su denomindción",
consagrada en el afiículo 139, inciso 3.

6. Como se advierte, a diferencia de lo qul: acontece en olros países, en los cuales el

acccso a la úl1ima instancia constitucional tiene lugar por la vía del certiorari
(Suprema Corte de los Estados Unidos), en el Perú el Poder Constituyente optó por
un órgano supremo de i¡terpretación de la Constitución capaz de ingresar al fondo
en los llamados p¡ocesos de la liberlad cuando el agraviado no haya obtenido una
protección de su derecho en sede del Poder Jr¡dicial. En otras palabras, si lo que

cstá en discusión es la süpuesta alnenaza o lesión de un derecho i'undamental, se

debe abrir la vía corespondientc para que el Tribunal ConstitucioDal pueda
pronunciarsc. Pcro la aperlura de esta vía solo se produce si se pcrmite al
pcticionante colaborar con los jueces constitucionales mediante un pormeno zado
¿nali.ir dc lo que.c prercnJe. de lo que se in'oca

7. l,o constitucional es escuchar a la paIle como concretización de su derecho
irrenunciable a la def¡nsa; además, u¡ Tribunal Constitucionai constituye el más
efectivo medio de del¿nsa de los derechos fundamentales frente a los poderes
públicos y privados, lo cual cvidencia el triunfo de Ia justicia frente a la
arbit¡ariedad.
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EL DuRr,cllo A sER oiDo cot\ro i\raNIFESTACróN D[ L^ DEMOCRATTZACIóN DE Los
I,RocEsos CoNSTITUCIoNALES DE LA L¡aERT^D

8. La administración de iuslicia constitucional de la libeñad que brinda el Tribunal
Constituoional, desde su c¡eación, es respctuosa, como corresponde, del derecho de

rrvil
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defcnsa inherenle a toda persona, cuya manifestación prima a es el derecho a ser

oído con todas las debidas garantias al interior de cualquier proceso en el cual se

delerminen sus de¡echos, ilttereses y obligaciones.

9. Precjsamente, mi alejamiento respecto a la emisión de una resolt¡ción constitucional
sin realizarse audie[cia de vista está relacionado con la defensa. la cual. sólo es

efectiva cl¡ando el justiciable y sus abogados pueden expone¡, de manera escrita y
oral, los argumentos pc¡linentes, concretándose el principio de inmediación que

debe regir en todo p¡oceso constitucional.

10. Sobrc la intervención de las partes, corresponde señalar que, en tanlo que la
poleslad de administrar justicia constituye una manilés1ación del poder que el
Estado ostenta sobre las personas, su ejercicio resulla constitucional cuando se

brinda con cstricto respeto de los derechos inherentes a todo ser humano, Lo que

incluye cl dcrecho a ser oido con las debidas garanlías.

11. Cabe añadir clue la participación directa de las partes, en defensa de sus intereses,
quc se concedc en la audiencia de visla, también constituye un eiemento que
democlatiza el proceso. De lo conlrario, se decidiría sobre la esfera de interés de

una pe$ona sin pcrmitirle alegar lo correspondiente a su lavor, lo que resultaría
cxcluyente v antidemocrático. Además, el Tribunal Constitucional tiene el deber
ineludible de optimizar, en cada caso concreto, las razones, los motivos y los
argumentos que justillcan sus decisiones, porque el Tribunal Constitucional se

legitima no por ser un tribunal de juslicia, sino por la justicia de sus razones, por
expresar de modo sr¡ñciente las razones de derecho y de hecho reievantes en cada

caso que resuelvc.

12. En ese sentido, la Coñe Interamericana de Derechos Humanos ha establecido que el
derecho de defensa "obliga al Estado a tratar dl indbiduo en todo momen¡o como

retdadeto sujeto del proceso, en el más amplio sentido de este conceplo, y no
.t¡tfipleüente como objefo del mismo"\,y que "parct que exista debido proceso legal
es prec¡so que n just¡c¡dble pueda hacer Naler sus derechos y de./bnder sus

infereses en _fbtna efect¡\,a y en condicíoner de igualdad procesal con olros
¡usticiables'¿.

' Cort" IDH. Caso Barreto Leiva vs. Venezuela. sentencia del 17 de noviembre de 2009.
párralb 29.
t Co.t" IDH. Caso Hilaire, Co¡stantine y Benjamin y otros vs. T nidad y Tobago,
sente¡cia del 21 dejunio de 2002, pánalb 146.
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13. EI modelo dc "instancia de fallo" plasmado en la Constitrición no puede ser

desvi¡tuado por el Tribunal Constitucional si no es con grave violación de sus

disposiciones. Dicho Tribunal es su intérprete supremo, pero no su relbrmador, toda
vez que como órgano constituido también está sometido a la Constitución.

14. Cr¡ando se aplioa a un proceso constitucional de la liberrad la denominada
"senrencia interlocutoria", el ¡ecurso de agravio constitucional (RAC) pierde su

verdadera esencia juridica, ya que e1 Tribunal Constitucional no tiene competencia
para "¡evjsar" nimucho menos "¡ecaliñcar" el recurso de agravio constitucional.

15. De conlbrr¡idad coD los artículos 18 y 20 del Código Procesal Constitucional, ei
'l¡ibunal Constitucional no "concede" el ¡ecurso. Esta es una competencia dc la
Sala Supcrior del Poder Judicial. Al Tribunal lo que le corresponde es conocer del
RAC y pronunciarse sobre el fondo. Por ende, no le ha sido dada la competcncia de

rechazar dicho recurso, sino por el contrario de 'conocer" lo que la parte alega

con)o un Jgravio que le caus¿ indelension.

16. Por otro lado, la "sentencia interlocutoria" establece como supuestos para su

aplicación fórmulas imprecisas y amplias cuyo contcnido, en el mejor de los casos,

rcqujcre ser aclarado, justiñcado y concretado en supuestos especíñcos, a saber,
identificar en qué casos se aplicaría. No hacerlo, no definirlo, ni justiñcarlo,
convieñe el empleo de la precitada sentencia en arbitra o, toda vez que se podría
af'ectar, entre otros, cl derecho fundamental de delénsa, en su maDifestación de ser
oído con las debidas gariurtias, pues ello daría lugar a decisiones subjetivcs y
carentes de predictibilidad, afectatdo Dotablemente a los justiciables, quienes

tendrían que adivinar qué resolverá el fribunal Constitucional antes de p¡esentar su

¡espcctiva demanda.

17. Por lo demás, matatís mllan.lis, el precedente vinculante contenido en la Sentencia
00987-2014-PA7TC repite lo señalado por el Tribunal Constitucional cn otros
l'alios, como e¡ el caso Luis Sánchez Lagomarcino Ramírez (Sentencia 02877-
2005-PHC/TC). Del mismo modo, constituye una reafirmación de la naluraleza
procesal de los procesos constitucionales de la liberlad (supletoriedad, vía previa.
vias paralelas, litispendencia, invocación del derecho constitucional liquiclo y
cierto, etc.).

18. Sin embargo, el hecho de que los procesos constitucionales de la libeÍad sean de

una naluraleza procesal distinta a la de los procesos ordinarios no consliluye un
motivo para que se pueda desvirtuar la esencia principal del recurso de agravio
conslilucional.
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N,\TT]RALEZA PRoCEsAI, DEL RECURSO D[ AGRAVIO CONSTITUCIONAL
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19. Pol tanto, si se tiene en cuenta que lajusticia en sede constitucional representa la
úllima posibilidad para proteger y reparar los derechos lundar¡entales de Ios
agraviados, volo a lavor de que en el presente caso se convoque a audiencia para la
vista, lo que garant;za que el 'lribu¡al Constitucional, en tanto instancia última y
definitiva, sea la adecuada para poder escuqhar a las personas alectadas e¡ sus

derechos esenciales cuando no encuentran justicia en el Poder Judiciall
especialmenle si se liene en cuenta que, agotada la vía constitucional, aljusliciable
solo le queda el camino de Ia jurisdicción inlernacional de protección de derechos
humanos.

20. Comoatlrmó Raúl Ferero Rebagliati, "ladeiensadel dereoho de unoes, al mis¡1'lo
ticmpo. u0a delensa lolal de la Constitución, pues si toda garanlía constitr¡cional
cntraña cl acceso a la prestación jurisdiccional. cada cual al de[ender su derecho
es1á dcl¡¡diendo el dc los demás y el dc la coounidad que resulla oprimida o
cnvilccida sin la prolección iudicial auténtica".
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